Partido Frente Amplio 


Fracción Legislativa

Informe. Dos últimas semanas (AGOSTO 29- SETIEMBRE 4 Y SETIEMBRE 5-11, 2011)     
· Por el rescate de nuestra seguridad social. Graves irregularidades y corrupción con compra y almacenaje de medicamentos de la CCSS. En la comisión legislativa que investiga la CCSS el Frente Amplio denunció, en conjunto con el PUSC, los gravísimos casos de corrupción que se han venido presentando con la compra, manejo y almacenamiento de medicamentos e implementos médicos de dicha institución. Lamentablemente, las denuncias que han salido en la prensa sobre este caso, son apenas la “punta del iceberg”. Además del uso abusivo y manipulado de las compras “urgentes” (sin licitación) para favorecer a proveedores vinculados a funcionarios de la CCSS, denunciamos que la institución ha permitido el vencimiento de medicamentos valorados en miles de millones de colones, y durante muchos años pagó a empresas privados por el almacenamiento de medicinas vencidas (en algunos casos desde 1997)
· Se trata de la actuación sistemática de una red mafiosa que ha venido operando en la CCSS. Los mismos que sabotean la planificación para haya desabastecimiento de medicinas y así justificar la compra sin licitación, son responsables de recibir medicinas que no se necesitaban y haber permitido su vencimiento, pagando durante años el costo de su almacenaje en bodegas alquiladas (se paga por tarima según el valor del medicamento) Lo más grave de este caso es que cuando empezaron a salir a la luz pública las denuncias, las autoridades responsables corrieron a firmar un contrato con Holcim para incinerar la evidencia. Según informes preliminares, en las últimas semanas se han quemado más de 9 mil tarimas de medicamentos vencidos que pagó nuestro pueblo, mientras las y los asegurados no reciben a tiempo sus medicinas en las clínicas y los Ebais. 
· Ante esta grave situación, nos reunimos con la Presidenta Ejecutiva de la CCSS y el Gerente de Logística, a quienes solicitamos amplia información sobre todas las medicinas incineradas, su valor total, la fecha de vencimiento y el tiempo que estuvieron almacenadas, así como los costos de almacenaje. La comisión legislativa también aprobó una moción para exigir cuentas sobre este caso, que tuvo el voto en contra del PLN. En el Frente Amplio vamos a llegar hasta las últimas consecuencias para acabar con esta red mafiosa que lucra con las medicinas de nuestro pueblo y ha venido ocasionando pérdidas millonarias a la seguridad social.      
· Frente Amplio denuncia: Pago a la CCSS con papeles es ilegal. Debe ser en efectivo. Nuestra fracción denunció que los convenios firmados por los últimos gobiernos para pagar parte de su millonaria deuda con la CCSS mediante bonos que difícilmente podrán cobrarse, son absolutamente ilegales. Estos pagos con títulos valores incumplen lo dispuesto en el artículo 5 de la Ley 7374 de 1993, que expresamente estableció que a partir de 1997 el pago de la totalidad de las deudas del Estado con la CCSS debe hacerse en efectivo. Nuestra fracción revisó las actas de la aprobación de esta ley, donde queda totalmente claro que la voluntad de la Asamblea Legislativa fue evitar lo que ocurre actualmente: que el Gobierno le “amarra el perro” por miles de millones a la CCSS y después le “paga” con papeles que no permiten recuperar la plata oportunamente. Nuestra denunciará al Gobierno por incumplir esta legislación e impugnará los convenios ilegales firmados en los últimos años, para garantizar que todos los pagos a futuro se hagan en efectivo. 
· Aprobada moción del Frente Amplio para solicitar información esencial a la CCSS sobre el financiamiento del Seguro de Salud. La comisión investigadora de la CCSS aprobó una moción presentada por el Frente Amplio para requerir a dicha institución la entrega de gran cantidad de información sobre el financiamiento del Seguro de Enfermedad y Maternidad, que hasta la fecha no ha sido posible conseguir. Se trata de un informe detallado y desglosado sobre el cumplimiento de las distintas leyes que establecen el deber del Estado de financiar al seguro de salud (atención a indigentes, seguro a pensionados, traslado de funciones del Ministerio de Salud, Ley de Protección al Trabajador, entre otras) así como de las acciones realizadas por la CCSS para hacer cumplir esta legislación. 
· Es importante destacar que esta información fue incluida en el recurso de amparo presentado contra la CCSS por el compañero actuario Rodrigo Arias López, porque las autoridades de la CCSS se han negado sistemáticamente a entregarla.
· Frente Amplio, única fracción que vota en contra impuesto injusto sobre el consumo de electricidad de las familias pobres. El Plenario Legislativo aprobó un proyecto de ley para crear un impuesto sobre el consumo de electricidad, que se destinaría a financiar al Cuerpo de Bomberos. Nuestra fracción fue la única que votó en contra por las siguientes razones: 
· En primer lugar, debe quedar claro que estamos totalmente a favor de financiar a los bomberos. De hecho, lamentamos que esta institución tan necesaria esté atravesando una crítica    situación financiara como consecuencia de la aprobación del TLC. Quedó claro que los promotores del Sí mintieron descaradamente. Dijeron que no se afectaría a los bomberos con la privatización de los seguros, que con la apertura les sobraría plata y la realidad es que sin el aporte sostenido del INS, para 2013 los bomberos no tendría plata ni para cubrir sus gastos operativos. A pesar de esto, estamos dispuestos a buscar una fuente de financiamiento justa para resolver tan grave problema. Nadie en su sano juicio podría estar en contra de financiar adecuadamente un servicio tan importante.
· Garrote para los pobres. El problema con el impuesto aprobado por las demás fracciones legislativas es su total injusticia. Afecta a la mayoría de los hogares pobres y exonera la mayor parte del consumo de los más ricos. El impuesto grava el consumo de electricidad superior a 100 killowattios hora (kWh), pero resulta que el consumo de electricidad incluido en la canasta básica es 250 kWh por lo que -según datos del INEC- se estaría afectando a más de 160 mil familias pobres que consumen más de 100 kilowattios.
· Privilegios para los ricos. Pero además, se exonera el consumo superior a 1750 kWh lo que beneficia a las familias más ricas, casas de lujo, la mayoría del comercio y casi todas las industrias, incluyendo las grandes empresas, que consumen mucho más que eso (hasta 4000 mil o 5000 kWh o más). Todos estos solo pagarían por una fracción de su consumo lo que resulta muy injusto, pues mientras que una familia pobre o de clase media baja que consume 250 kWh pagaría sobre el 100% de su consumo, las grandes empresas y las casas de lujo pagarían por menos del 50% de la electricidad que consumen, a pesar de que muchos de estos derrochan la electricidad. 
· Como política tributaria esto es un pésimo precedente: ponerle impuestos a los pobres y exonerar a los más ricos. Pero también es una vergüenza desde el punto de vista de la política ambiental y de ahorro de energía: en vez de fomentar el ahorro, se premia a quienes más consumen y más derrochan la energía. Para estos últimos el impuesto tendrá un menor peso relativo. A más consumo, menos participación en el pago del impuesto.  
· El debate del proyecto estuvo marcado por la gran presión que los bomberos ejercieron sobre la Asamblea al estilo de la “ultra morada”. Esto llevó al resto de fracciones a tramitar el proyecto a la carrera, sin ningún debate. El Frente Amplio presentó varias propuestas para corregir los errores apuntados. Presentamos dos mociones para exonerar el consumo eléctrico hasta 250 kWh, gravando al mismo tiempo el consumo de los más ricos. Si esto se hubiera aprobado, podríamos incluso haber bajado la tarifa del impuesto sin reducir los ingresos del Cuerpo de Bomberos y sin golpear a las familias más pobres. Estas mociones podrían haberse discutido y votado en Plenario sin necesidad de atrasar el trámite del proyecto. Lamentablemente, no fueron ni consideradas. Las demás fracciones ni siquiera quisieron discutir el tema. De ahí nuestro voto en contra. 
· En el Frente Amplio nos hubiera encantado apoyar una iniciativa justa para resolver la crisis financiera de los bomberos, a quienes defendimos arduamente en la discusión del TLC y las leyes de implementación. Pero nuestra obligación es ante todo defender a los que no tienen voz, a los sectores más pobres de la población que están siendo golpeados con un impuesto injusto y mal planteado, que podría haberse corregido con un poquito de voluntad política.
· Frente Amplio respalda abiertamente la creación del Estado Palestino. El Frente Amplio  ha sido la única  fracción que se manifestó públicamente en el Plenario, respaldando la creación del Estado Palestino. Instamos al Poder Ejecutivo a votar favorablemente la resolución de Naciones Unidas para hacer justicia al mancillado pueblo palestino y no cometer el error de abstenerse. También hemos redactado una moción para que el  Plenario Legislativo se pronuncie a favor del nuevo Estado, reconociendo el derecho a la autodeterminación del pueblo palestino y su plena soberanía sobre su territorio y recursos naturales. 
· Sin embargo, no ha sido posible presentar la moción ni  ponerla en votación. Las de más fracciones titubean ante las fuertes presiones del lobby pro israelí. El PASE ha manifestado su apoyo. El PAC podría votarla a favor después de superar algunas dudas. El libertario está en contra y el PUSC mayoritariamente también. Para aprobar el pronunciamiento se requiere el apoyo del PLN, que duda entre Oscar Arias o seguir la línea de la Cancillería. 
· Vamos a insistir en esta lucha por hacer justicia a un pueblo que sufre el exterminio sistemático a vista y paciencia de la “comunidad internacional”. No obstante, si la correlación de fuerzas no cambia, es posible que lo mejor sea no presentar la moción, pues una votación no favorable más bien podría hacer gran daño a la causa palestina. Sería la excusa perfecta que el débil e incoherente Gobierno de Costa Rica está esperando para lavarse las manos.
· En defensa de la salud de nuestro pueblo. Frente Amplio denuncia que Gobierno permite el uso en el país de agroquímico tóxico prohibido en otros países. Se repite la triste historia del Nemagón a vista y paciencia de las autoridades de salud y trabajo. Denunciamos que un decreto de los hermanos Arias  permite el uso en Costa Rica del Carbofurán, un agroquímico tóxico que fue prohibido en EEUU, Canadá, Europa y Panamá, por sus altísimos riesgos para la vida y la salud humana. A pesar de esto, el Carbofurán se sigue importando y usando impunemente en las fincas piñeras de Costa Rica. Hace unas semanas el Frente Amplio denunció que trabajadores afiliados a ANEP fueron despedidos por denunciar esta situación. Pero el Ministerio de Trabajo no sabe ni hace nada. 
· Nuestra fracción realizó gestiones ante las autoridades de salud y agricultura, solicitando que explicaran las razones por las cuales se sigue usando este químico tóxico si hay evidencia científica que concluye que es altamente riesgoso para la vida y la salud. Además solicitamos la derogatoria del decreto de los Arias y la inmediata prohibición del Carbofurán, antes de que, como ocurrió con el Nemagón, más familias trabajadoras sufran daños irreversibles. En su respuesta, las autoridades del Ministerio de Salud reconocieron estos hechos. Reconocieron que el Carbofurán debería restringirse o prohibirse. Pero varias semanas después no han hecho nada. ¿Qué están esperando?
· Ley del INDER: Frente Amplio denuncia que pretenden legalizar a ciegas irregularidades cometidas con tierras del IDA. Proyecto devuelto a comisión. Durante la discusión en Plenario del proyecto para transformar el IDA en un “Instituto de Desarrollo Rural” (17.218), nuestra fracción denunció que en el artículo 85 del proyecto se pretende abrir un peligroso “portillo” para legalizar todos los trámites de asignación de tierras realizados en el pasado que hayan presentado irregularidades. Esto implicaría que estaría permitiendo consolidar la apropiación de tierras del IDA (compradas con bienes públicos) en todos aquellos casos donde la existencia de alguna irregularidad impidió su inscripción al día de hoy. 
· El Frente Amplio, manifestó que nos parece muy bien si este mecanismo se utiliza para resolver los problemas legales de los asentamientos y las familias campesinas sin tierra. Pero no vamos a permitir que se utilice para legalizar actos de corrupción o seguir regalando las tierras del Estado a tagarotes y grandes empresas. Por eso presentamos una moción que solicitar al IDA que informe cuales fincas se verían afectadas por este trámite de legalización y quienes serían los beneficiarios. Sin embargo, de forma sorprendente, la moción fue rechazada por la mayoría de las fracciones. Por si fuera poco, las autoridades del IDA afirman “no tener la información”. Es decir, pretenden legislar a ciegas con la plata del pueblo. El Frente Amplio advierte que podríamos estar a las puertas de otra gran piñata con las tierras del IDA.    
· Después de intensas negociaciones se acordó devolver el proyecto de  ley a una comisión especial para que en el plazo de un mes rinda un nuevo dictamen. Esta devolución se produjo porque no hay acuerdo entre las fracciones del PLN, PAC y ML sobre varios aspectos cruciales del proyecto, como el financiamiento del INDER y la titulación de tierras. Esta decisión abre una nueva oportunidad para corregir errores e introducir reformar que realmente se orienten a beneficiar a las familias campesinas, a las y los pobres del campo. En la fracción hemos recibido varias solicitudes de compañeros que desean aportar en este proceso. Pero cuando les hemos pedido que nos hagan llegar ideas o propuestas concretas para mejorar el proyecto nos hemos quedado sentados esperando. Por eso reiteramos la invitación a las y los compañeros interesados en el tema a que se integren a este trabajo y coordinen con el compañero Gerardo Vargas y la compañera Claudia Arroyo. 
· Presentado proyecto de ley para reconocer derechos salariales de las y los trabajadores de la policía penitenciaria. A solicitud de compañeros de la ANEP nuestra fracción presentó, en conjunto con las demás fracciones de la Alianza, un proyecto de ley para autorizar al Ministerio de Justicia a pagar de forma retroactiva un reconocimiento salarial que se adeuda a 3200 trabajadores de Adaptación Social (expediente 18.242). El proyecto busca garantizar el cumplimiento de negociaciones realizadas por el sindicato con el Ministerio de Hacienda. 

· Nuestra fracción recomendó cambios importantes al texto propuesto, como eliminar una norma que podría haber condicionado el pago a la aprobación de la reforma fiscal. Además advertimos oportunamente sobre algunas dudas de constitucionalidad que podría presentar la iniciativa. Por otra parte, en vista de que la fracción del PLN no quiso firmar el proyecto, también hemos advertido que es posible que el Gobierno no quiera reconocer el compromiso adquirido. Por eso creemos que en el trámite legislativo debe confrontarse cuanto antes al Ministro de Hacienda, a fin de evitar que se burle a las y los trabajadores.     

· Ley de Tránsito. Posición de la fracción: a favor de reducir multas excesivas pero en contra de bajar las penas a los conductores borrachos. Empieza la discusión en el Plenario del proyecto reforma integral a la Ley de Tránsito (18.032) El proyecto reduce las multas para la mayoría de infracciones, con lo cual estamos de acuerdo, pues son excesivas y hasta confiscatorias. Pero, un aspecto polémico es la intentona de bajar las sanciones (multas, cárcel, cancelación de la licencia) para quienes conduzcan bajo los efectos del alcohol, además de subir el consumo tolerado de 0,50 a 0,75 gramos por litro de sangre. La posición de nuestra fracción es de total rechazo a este cambio. Los conductores borrachos ponen en peligro la vida de los demás, no se justifica bajarles las penas que ya existen.
· En defensa del Consejo Nacional Producción. El Frente Amplio ha venido respaldando la lucha que están dando los trabajadores del CNP y FANAL para impedir la venta del Plantel Central del CNP y frenar el desmantelamiento de estas instituciones que impulsa el Gobierno. Nuestra fracción participó en varias reuniones con representantes de las y los trabajadores (Sinconapro y sindicato de profesionales) organizaciones de pequeños agricultores y diputados de otras fracciones para definir una serie de acciones urgentes de respaldo a esta lucha. Tomaremos acciones legales para denunciar e impugnar el acuerdo de junta directiva que autoriza la venta del plantel, a pesar de ser un bien público que está afectado a un uso público (solo la ley puede cambiar su destino).

· Además, acordamos impulsar en conjunto con diputados del PAC una interpretación auténtica para impedir que se cobren impuestos sobre los aportes de Fanal al CNP y una reforma legal para fortalecer financieramente a estas dos instituciones. Fuimos claros en recodar a las y los trabajadores que desde hace 3 años el Frente Amplio había presentado, por medio del compañero José Merino, un proyecto de ley para devolverle al CNP sus competencias originales y crearle una fuente propia de financiamiento a través del impuesto a cigarrillos y bebidas alcohólicas. Lamentablemente este proyecto fue archivado en la comisión de agropecuarios sin mayor justificación por mezquindades políticas. Sin embargo su pertinencia ha quedado totalmente demostrada. Hoy las y los funcionarios del CNP claman por la presentación de una iniciativa similar.          
· Gran victoria de la comunidad de Kekoldi: Las y los indígenas no son usurpadores. El pueblo indígena de Kekoldi ganó una batalla pero la lucha continúa. El juzgado penal de Talamanca desestimó las injustas acusaciones por “usurpación” (invadir tierras ajenas) que fueron usadas por la fiscalía para reprimirlos. En el juicio estuvo presente el compañero Gerardo Vargas. Dio vergüenza ver al Ministerio Público pidiendo medidas cautelares contra la comunidad e insistiendo en su acusación infundada, con total desconocimiento de las leyes del país. 
· En el Frente Amplio celebramos este triunfo. Pero el despojo sigue. Las tierras indígenas de Kekoldi y del resto del país siguen invadidas y los verdaderos usurpadores andan muertos de risa. Mientras el Estado que les voló garrote, no mueve un dedo para hacer cumplir la ley que protege los territorios indígenas.
· Giras y visitas a comunidades. El viernes 9 de setiembre estuvimos de visita en Leon XIII (Tibás, San José), atendiendo una invitación del párroco católico para conocer de cerca los graves problemas que afectan a esta empobrecida comunidad. En la visita recorrimos la mayor parte del territorio. Pudimos constatar el total abandono de las instituciones del Estado. Nos encontramos los escasos espacios públicos en total deterioro. Plaza de deportes y polideportivo abandonados. Conversamos con el personal del centro de atención infantil sobre las graves carencias que enfrentan (ni asomo de la “red de cuido”) La triste realidad de los barrios más pobres de la gran ciudad de San José, con la excusa de la “peligrosidad”, de “la delincuencia”, las municipalidades y el Estado se baten en retirada. Prefieren no invertir recursos, reproduciendo la lógica de la exclusión y la marginación.               

Saludos cordiales,
José María Villalta       
